
Nacionalización del Banco de la República. En esta época el Gobierno se reincorporó como accionista del Banco de la República, del que se
había retirado en 1951. Adquirió todas las acciones, dejando sólo una por cada banco accionista.

 

Las reformas al sistema monetario y al Banco Emisor, contenidas en la Ley 7 y el Decreto 2617, culminaron con
la oficialización del capital del Banco de la República, ya que el Estado pasó a ser propietario de la casi totalidad
de sus acciones. Así mismo, se transformó en entidad de derecho público económico cuyas funciones no son
delegables. Sin embargo, se mantuvo la participación de los diferentes sectores en su Junta Directiva incluyendo
representantes del Gobierno y de los sectores exportador, consumidor, bancario y de la producción y
distribución.

 

A pesar de la nacionalización del Banco y de la naturaleza esencialmente pública de sus funciones, se preservó
su autonomía especial frente a otras instituciones de la administración pública, como una prolongación de la
independencia que quiso dársele desde su fundación.

 

Hacia finales de 1980 se empezó a discutir la necesidad de una Junta más independiente del Gobierno, ya que la
Junta Monetaria no lo era, por cuanto la mayoría de sus miembros eran ministros y funcionarios del ejecutivo,
con responsabilidades e intereses en diversos frentes de la economía. En consecuencia, se venían planteando
algunos proyectos de reforma que se cristalizaron con la convocatoria a la Asamblea Nacional Constituyente en
1991, en la cual se incluyó el sistema monetario del país dentro de los temas que, en el ámbito económico,
debían ser objeto de regulación constitucional.


